Movimiento Inquilinario
Surgimiento de las casas de inquilinato

Debido a la importancia histórica, geográfica y comercial de las ciudades de Panamá y Colón, como ruta de tránsito fue lógico que se establecieran en estas ciudades las personas y que decidieran ahí construir propiedades para que se alojaran; en u principio el problema inquilinario no era problema, era sólo el embrión de la situación que se avecinaba. Cuando empezó la construcción del ferrocarril empiezan a aparecer los bodegones y con ello el perfil del problema, que se va agravando con la iniciación de los trabajos del Canal por los franceses, porque en ese entonces fue cuando empezaron a arribar al istmo legiones de técnicos, empleados, trabajadores y comerciantes, que venían a trabajar en la obra canalera; y fu cuando los capitalinos empezaron a construir casonas con varios cuartos para arrendarlos a los hombres y mujeres que venían llegando. El arrendamiento se da en circunstancias deplorables para el arrendatario quienes tenían que aceptar as viviendas con varios inconvenientes; cuando la compañía francesa fracasa en su intento por construir un canal por el istmo, muchos trabajadores decidieron regresar a sus tierras de origen.
Para esta época el istmo estaba convulsionando por el descontento de una burguesía que aspiraba a librarse política y económicamente del estado colombino y se logra el acto independentista del 3 de noviembre, luego se da la firma del tratado del Canal con los Estados Unidos, este país le había comprado todas las acciones del Canal que poseía la compañía francesa.
Ni la autonomía política ni la construcción del Canal por los norteamericanos dieron los frutos que se esperaban y se dieron repercusiones sociales insospechables.
Desilusionada la burguesía liberal panameña después de estos dos hechos llevaron otra vez al arrendamiento de casas para la avalancha de hombres y mujeres que venían a trabajar en la obra del Canal; es así como surge en la ciudad de Panamá los barrios del Chorrillo y Caledonia, luego los de San Miguel y Marañón y por último Granillo y Malambo; en Colón Rainbow City y Folk River; pero los arrendatarios se vieron sometidos a una situación desastrosa en donde los dueños de las casas construían bodegones en los barrios y en condiciones denigrantes e intolerables porque no había normas legales que regularan la construcción de las casas.
En 1925 nace el verdadero problema inquilinario y la masa de inquilinos pobres, obreros y empleados toman la decisión entre todos de encarar el problema de las viviendas. En ocasiones el gobierno trata de evitar que se realizaran mítines y dificultaban las reuniones alegando que el movimiento tenía bases anarquistas y comunistas, pero posteriormente resultó que esas alegaciones estaban infundadas, porque los arrendatarios sólo buscaban que se dieran mejoras en las condiciones de arrendamientos; además se prohibía que se criticara al gobierno. Todo esto que hacía el gobierno provocó gran disgusto en los arrendatarios y más cuando se sabía que tal política no se asentaba en razones constitucionales ni legales; por al motivo quedó bien planteado que se debía actuar y que ya no se podía hacer más que exigirle al gobierno que pusiera un alto a los abusos, exigiendo mejoras en las condiciones de arrendamiento.
Según e testimonio de Demetrio Augusto Porras, dice:
El problema de las viviendas en Panamá es muy complicado debido al sistema de construcción; las casas de inquilinato on colectivas y constituyen una laca y una vergüenza. Los capitalistas panameños saben cómo explotar sus capitales construyendo casas pueblo, incómodas, antihigiénicas, pero que les producen un alto tipo de interés que llega hasta el 16% al año, ni industrias ni cultivos ni almacenes llaman su atención ¡Solamente las casas de alquileres!, estas inmensas jaulas que podríamos llamar, se componen de unos 70 o más cuartos que miden 12 metros cuadrados y ahí se aglomeran las numerosas familias de los trabajadores panameños. Los cuartos están separados por un tabique de grado y en lo alto hay una rejilla para la ventilación; hay además dos escusados y un baño que únicamente necesidades urgentes pueden obligar a usarlos. Las casas son de madera y techo de zinc. Una tremenda promiscuidad reina en ellas; allí viven mujeres de la vida airada, aves pálidas, hijas del arroyo. En otros cuartos contiguos, viven familias numerosas con hijos quienes oyen hasta los suspiros que exhalan, escuchan las blasfemias, ven por las rendijas las obscenidades que ahí se desarrollan y aprenden y se transforman en niños viejos, carne de prostíbulos y de cabaret, de correccionales y de presidios. En estas casas que son verdaderos pueblos tienen cuartos que dan a callejones indecentes y malolientes en los que no entra el sol ni siquiera el aire y están infestadas de tuberculosis pero su alquiler es de 8 hasta 15 dólares al mes. Allí crece el vicio y las epidemias, allí se asesina a un pueblo:
Se corrompe a su niñez, se la empuja a delincuencia y a la prostitución sin que esto preocupe emociones o inquiete a nuestros gobernantes dueños de casas. Chorrillo, Granillo, Santa Ana, Guachapalí, Marañón, Caledonia y san Miguel, Barrios pobres de los trabajadores panameños, barrios sucios y humillantes, trágicos y pestilentes en donde el obrero paga su tributo de sangre al Dios capitalino, nuevo Moloch insecable de víctimas; la tuberculosis, sífilis, blenorragia, alcoholismo y demencia son las secuelas de esta situación. Pero el casero o su cobrador, impasibles ante esos cuadros de miseria, recorre bien temprano por la mañana cada casa y cada cuarto cobrando y amenazando al que no paga echándose como verdugos sobe esas pobres gentes que a veces no tienen con qué desayunar ni con qué encender el fogón. Pero si no pagan el gendarme y el juez vienen pronto a lanzarles a la calle sus pobres muebles y sus desvencijados trastos
	Cuartos, por Demetrio Herrera Sevillano 
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con su exposición de harapos.
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al viento, que no hace caso.
Aprieta el zaguán oscuro.
Abofetea el tinaco.
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Causas sociales que genera el movimiento:
En 1925 se pone e vigencia la ley sobre reformas fiscales por el doctor Eusebio A. Morales, secretario de hacienda, dicha ley variaba el sistema tributario de la propiedad urbana y rural y los propietarios no estaba de acuerdo con la ley y resolvieron que de los nuevos impuestos se le iba hacer a los inquilinos. Decisión que se reflejó e el alza de la renta e las ciudades de Panamá y Colón de un 25% sobre los ya crecidos alquileres.
El alza causó descontento en la masa inquilinaria, fue un golpe directo y hasta mortal, el alza fue exagerada y obligaba a los trabajadores a gastar más dinero en la habitación en vez de satisfacer sus necesidades primarias.
Los inquilinos se agruparon en una liga que era un departamento del sindicato general de trabajadores, entidad que atiende el clamor de las masas y se preocupaba por el progreso económico y cultural de los trabajadores quien formó una liga de inquilinos y subsistencia. Entre los meses de junio a octubre de 1925, se dio la autonomía a la liga para que pudiera asumir mejor sus funciones; y fue la primera organización en su género que se ha visto en Panamá que en principios de octubre tenía 6, mil miembros inscritos.
Las funciones que tenía la liga se basaban en un solo objetivo y con la finalidad de resolver la cuestión inquilinaria, y cuando el problema se resolvía la liga dejaría de existir.
Hechos:
El movimiento inquilinario fue calificado por el gobierno con los adjetivos de anarquista o de comunista, lo que impidió que el ejecutivo diese soluciones justas e inmediatas al problema. El objetivo inmediato del movimiento inquilinazo era lograr mejoras en las viviendas de los trabajadores.
Dentro del movimiento se agitaron distintas nacionalidades e ideologías, así tenemos que, José María Blázquez de Pedro, su máximo inspirador, era español y de conocida tendencia anarquista. Luis Francisco Bustamante, Nicolás Terreros y Esteban M. Patlevitch, peruanos, que habían luchado dignamente contra el dictador Leguía, eran ardientes socialistas. Carlos Manuel Céspedes Jr. Colombiano y socialista también. Sara Gratz, polaca y anarquista. Martín Blázquez de Pedro, español y anarquista, al igual que su hermano. Entre los nacionales: Domingo Turner, liberalista. Diógenes de la Rosa, Gabino Sierra Gutiérrez, Manuel Lucio Rodríguez, Carlos Sucre, Samuel Casís, Manuel Garrido, Eugenio Cosan y otros, eran simpatizantes entusiasmados de las ideas socialistas
Es decir, todos ellos apoyaban al movimiento, eran de nacionalidades y tenían ideologías diferentes, por lo tanto no tenían por qué decir que el movimiento era una conspiración comunista contra el gobierno. Ante esta situación, ante esta situación el gobierno tomó la decisión de buscar soluciones a la fuerza, como fue la deportación que se inició con José María Blázquez de Pedro el 25 de septiembre de 1925 lo que ocasionó que el movimiento tomara más fuerza.
Los trabajadores convocaron a una reunión pacífica en el parque de Santa Ana, el 10 de octubre de 1925, pero fue brutalmente reprimida por los señores Ricardo Arango, segundo comandante de la policía nacional y Mario Galindo, alcalde del distrito de Panamá. Cuando se produjo el disturbio el gobierno nombra a un dueño de las casas, Julio Quijana, jefe del primer batallón de voluntarios para combatir la intransigencia de los inquilinos y se abrieron inscripciones en el consejo municipal como si fuera una guerra civil y hasta soldados de independencia se ofrecían a controlar la situación; pero todo fue inútil porque las masas estaban enardecidas y sedientas de justicia porque eran víctimas de los abusos de los caseros.
Todos los gremios obreros de Panamá y colón se adhirieron a la huelga inquilinaria que sostenía en proletariado de una y otra ciudad. Alarmado el presidente Rodolfo Chiari ante la magnitud del problema, tomando como pretexto una supuesta conspiración nacional, recurrió a la autorización del artículo 136 de la constitución nacional de 1904, solicitando a las autoridades norteamericanas acantonadas en la zona del Canal para que sofocaran la agitación popular que se estaba dando a lo interno del país; fue así, que el 12 de octubre las tropas norteamericanas se apoderaron de los parques de Santa Ana y de Lesseps, matando e hiriendo a más de 50 panameños pobres e hirieron a muchos más por el delito de pedir rebajas de los alquileres 
En la constitución Nacional de 1904, en su artículo 136 dice lo siguiente:
“El gobierno de los Estados unidos de América podrá intervenir en cualquier punto de la República de Panamá, para restablecer la paz pública y el orden constitucional, si hubieren sido turbados, en el caso de que por virtud del tratado público, aquella nación asumiere la obligación de garantizar la independencia y soberanía de esta república.”

El día 17 de octubre, el presidente Rodolfo Chiari tuvo que admitir que no había tal conspiración en un discurso que dio:
“Antes de acordada, la comisión de reparaciones había dispuesto ya nombrar comisiones secretas con instrucciones precisas de cerciorarse si evidentemente eran muchos los propietarios que habían elevado sus alquileres; y doloroso es decirlo, pero es lo cierto, que los informes recibidos por mí, demuestran que son pocos los que no hayan elevado sus alquileres, a partir de enero de este año. No obstante la buena fe que me impulsó a que se efectuara la reunión de propietarios convocada por mí, es evidente que en la práctica la generalidad ha desconocido el convenio acordado y ascendían a los jueces con demandas de lanzamientos; puedo citarles el caso especial del juez 5º municipal Gerardo Abrahams quien ayer tuvo que decretar infinidad de lanzamientos; esos propietarios no tienen en cuenta las condiciones económicas por las que pasa el país en la actualidad y no dan tregua para qe la comisión mixta de reclamos oiga y resuelva si tienen o no razón. Puedo asegurarles que los informes traídos por mis comisiones secretas son pródigos en las actividades de los propietarios e ese sentido de no dar cuartel”.
Es evidente que al presidente Chiari conocía lo que estaba ocurriendo pero no quería buscar una solución permanente al problema y decidió aplacar las protestas a la fuerza; aún sabiendo que los inquilinos lucharan para que se hiciera justicia porque ya no podían hacerle frente a los aumentos.
El 23 de octubre con la satisfacción de haber regado la sangre de los panameños, las tropas de ocupación volvieron a sus cuarteles en la Zona del canal. El ministro de relaciones exteriores del gobierno de Chiari, Horacio Alfaro, envió una nota al encargado de los negocios de los estados Unidos en Panamá el 30 de octubre, e la cual agradecía la eficaz cooperación prestada al gobierno panameño.
Es importante señalar, que mientras no se buscara la solución a las causas del problema, la situación seguiría creciendo, complicándose y aumentando, aunque el grado de las manifestaciones no se sintiera tanto. Después de 1925, siguió aumentando los alquileres, y el gobierno no permitía que se volviera a dar alguna actividad por parte de los inquilinos y de ellos se aprovecharon los arrendadores quienes imponían tasas de alquiler altísimos.

Las quejas puestas por los inquilinos a la liga de inquilinos y subsistencia permiten asegurar que de 1925 a 1932 los alquileres aumentaron del 50 al 75 %.
De 1925 a 1930, el banco nacional introdujo al istmo 4 millones de dólares de capital extranjero distribuido mediante el sistema de cédulas hipotecarias; la mayor cuota se empleó para las construcciones en las ciudades de Panamá y Colón, el resto, para el mejoramiento de las empresas rurales.

Los propietarios fueron individuos o compañías capitalistas que disponían de propiedades garantes del préstamo. Surgieron en todas las ciudades las casas de apartamento y con ellas subió más el alquiler, los inquilinos de esas casas debían pagar a precios de lujo, las comodidades y sufragaban las obligaciones de los, propietarios y el alza repercutía sobre los inquilinos más pobres. Mientras que la situación económica se mantuvo a cierta altura por la inyección monetaria extranjera, los trabajadores podían pagar el alquiler caro. Pero en 1930 se sintieron en Panamá las crisis que se dio en el mundo para esa época, la depresión sacudió la economía mundial; la caída de los precios en el mercado universal hizo bajar el monto de los impuestos aduanales que constituían la primera renta del Fisco Nacional y el Estado Panameño se precipitó al desfiladero y las obras públicas se suspendieron, muchos trabajadores quedaron aprisionados por el paro, el crédito se contrajo, el banco nacional dejó de prestar dinero a los constructores y caseros, los trabajos privados se paralizaron, el nivel de vida descendió, el poder adquisitivo de la masa obrera cayó por debajo del mínimo para satisfacer sus necesidades, la tasa de alquiler permanecía alta, los capitalistas endeudados aumentaron el alquiler para poder pagar sus deudas y los inquilinos veían caer sobre sus hombros el peso de la crisis que sufría el país.
Los objetivos económicos de la liga inquilinos en las rebajas de los alquileres  y la abolición de los rasgos ominosos del sistema de inquilinato, constituyeron el fondo de la famosa huelga de no pago de 1932; volvió el clima de desasosiego, la agitación popular se multiplicaron, los comité de Santa Ana, Guachapalí, Caledonia, Granillo,  fueron asaltados por los policías que con revolver  y con el tolete rompían cabezas y detenían a muchos; y los policías disolvían las reuniones y arrestaban a los líderes.
El presidente Alfaro, viendo la situación, convocó una reunión en donde asistieron delegados de los inquilinos entre ellos Cristóbal Segundo, Samuel Casís., Pío Guerrero y F. Lara y por los Caseros Anastasio Ruiz, Carlos Muller, y otros; esta reunión fracasó debido a la intransigencia de los propietarios, y la huelga siguió hasta que el presidente Alfaro dictó un decreto ley declarando suspendida las garantías constitucionales y rebajando los alquileres en un 30%.
Ventajas y Desventajas de las soluciones aplicadas
Desventajas:
El órgano ejecutivo quiso restarle méritos al movimiento, lo que impidió que se buscaran soluciones justas al problema.
El gobierno calificó el problema con los adjetivos de anarquista o de comunista y que todo se trataba de una conspiración nacional, pero luego se comprobó que eso nbo tenía fundamentos y el propio presidente aceptó que no se dio tal conspiración.

El gobierno trató de impedir que se realizaran las reuniones y adoptó soluciones a la fuerza, entre ellas la deportación, pero con eso no pudo calmar la masa de inquilinos y lo que hizo fue darle más valor a las masas.
El presidente, valiéndose del artículo 136 de la constitución nacional le solicitó a las autoridades norteamericanas que intervinieran para sofocar la agitación popular, qe culminó con la matanza de inquilinos pobres, se enlutecieron muchos hogares y muchos más quedaron heridos.
El gobierno consideraba que al tomar medidas a la fuerza, se podía ponerle fin al problema, eran los caseros y los terratenientes quienes sostenían el gobierno de Rodolfo Chiari, era por ello que él sólo buscaba beneficiarlos a ellos, pero el movimiento eramuy fuerte.
Las medidas que tomó el gobierno sólo aplacaban el problema, pero no lo eliminaban de raíz, se le daba empleo a los desempleados, pero el alza seguía.
Ventajas:

El gobierno por la presión del movimiento tuvo que nombrar una comisión mixta de reclamaciones compuesta por los representantes de los inquilinos y los propietarios.

Los informes se lo entregaban al presidente para ponerle fin al problema
Aumento de los trabajos en el hospital  Santo Tomás
Construcción del Manicomio.
Construcción de la escuela de Medicina
Activar los trabajos de las escuelas agrícolas

Arriendo de 200 habitaciones

Levantaron censos

Hacer una inspección de las condiciones higiénicas

Se crearon fuentes de trabajo para los obreros

La presión popular fue la primera que impuso al gobierno la necesidad de legislar sobre la cuestión inquilinaria.

Se dictaron disposiciones legales, tendientes a regular la cuestión inquilinaria.

Consecuencias:

Después de estos dos sucesos se dictó una ley inquilinaria por parte de la asamblea nacional y se nombró una junta para su aplicación con la que se logró disminuir los conflictos entre los inquilinos y caseros por las injusticias de numerosos propietarios de inmuebles por querer oprimir al pueblo con el alza exagerada de los alquileres.
Con todos los directores de la liga de inquilinos presos y con las garantías constitucionales suspendidas, la segunda etapa de la lucha consistía en conseguir una ley junta que protegiese los intereses de los inquiliunos. Demetrio Porras actúo como vocero de los inquilinos y fue asesorado por la junta consultiva que estaba formada por Diógenes De La Rosa, Domingo Turner, Cristobal Segundo, Jorge Brower, Leonel Urriola, Alberto Quintna Herrera, José Vacaro y José Mendieta. En la calle 3 de noviembre se reunió un gran congreso en el barrio del Marañón en donde se discutieron unas resoluciones para que Demetrio Porras se las entregara al Comité Nacional
Resolución sobre bases para un Proyecto de Ley-Inquilinaria.

La Segunda Asamblea General de la Liga de Inquilinos y Subsistentes de Panamá.

Considerando:

a. Que actualmente se encuentra planteada en la Asamblea Nacional solución legal al problema inquilinaria;

b. Que con tal fin han sido presentados a la consideración de] referido cuerpo dos leyes de inquilinato: uno elaborado por el diputado Dr. Demetrio A. Porras, y otros por la comisión que designó con tal fin la misma Asamblea Nacional.

c. Que aun cuando la Asamblea General de la Liga de Inquilinos y demás organismos de la misma están convencidos de que el problema inquilinario, dentro del Régimen de Propiedad vigente no puede tener solución definitiva y que cualquier medida de orden legal que se adopte, no paliará el conflicto entre inquilinos y caseros.

d. Que no obstante esto, es de todo punto imposible evitar la interferencia del poder Legislativo en la cuestión; y que frente a esta circunstancia, la Liga de Inquilinos y Subsistencias, por medio de sus máximo organismo, debe dar a conocer las bases conforme a las cuales exige se expida una Ley de Inquilinato que rija las relaciones contractuales entre propietarios e inquilinos, hasta tanto que las nuevas condiciones demanden su revisión total o parcial;

RESUELVE:

La Ley de Inquilinato de la Asamblea Nacional expone debe descansar sobre las siguientes bases:

a. Reducir el tipo de alquileres vigentes en un 50% y fijar el tipo de la ganancia del capital invertido en construcciones de alquiler al 3% anual;

b. Ajustar las edificaciones a un riguroso reglamento en materia de higienización y confort y ordenar la inmediata demolición de los edificios que no se ajusten a dichas exigencias;

c. Obligación de pintar interior y exteriormente los edificios de alquiler por lo menos, 2 veces al año;

d. Higienizar las habitaciones que hayan sido ocupadas por individuos atacados de enfermedades contagiosas, antes de ser ocupadas por otro;

e. Establecer el principio de responsabilidad a cargo del propietario por accidentes sobrevenidos a los ocupantes por causas de inseguridad o mal estado del edificio;

f. Abolición absoluta del contrato de subarrendamiento, salvo los casos en que se trate del negocio de hoteles, casas de huéspedes o pensiones;

h. Modificación de las disposiciones legales sobre desahucio y lanzamiento, en los cuales se determine que el inquilino sólo puede ser desahuciado en los casos siguientes: por enfermedad contagiosa, locura o manifiesta inmoralidad; por mora en el pago de la renta, por la reconstrucción del edificio, o reparaciones que le hagan incómodo o inhabitable, o cuando el edificio sea vendido o arrendado para fines de asistencia pública. El lanzamiento por mora sólo podrá ejercitarse con los inquilinos que tengan ocupación; no así contra los desocupados por causas forzosas, contra los enfermos privados de salarios, renta, pensión o beneficio. El pago de la renta se hará por períodos vencidos. Toda estipulación en contrario carecerá de valor legal;

i. Los bomberos voluntarios, como miembros de una organización declarada de utilidad pública, tendrán derecho a habitación gratuita;

j. Mientras dure la actual crisis fiscal y el Gobierno esté imposibilitado para pagar a los agentes de policía la totalidad de sus sueldos en dinero efectivo, se les permitirá a dichos agentes el pago de la renta en bonos certificados u otros documentos similares. Esta concesión se hará a los empleados públicos hasta una tercera parte del arrendamiento;

k. Las deudas acumuladas con motivo de la inquilinaria del 'no pagado' serán condenadas;

1. las controversias que se susciten entre inquilinos y propietarios, por razón del contrato de inquilinato y todo lo relativo al cumplimiento de esta Ley, caerán bajo la jurisdicción y competencia de una Junta de Inquilinato, compuesta por un representante de la Liga de Inquilinos y otros de los propietarios. Actuará como dirigente en los casos de discordia, el tercer elegido, de común acuerdo, por los dos representantes anteriores; la elección no podrá recaer en ningún caso en persona que sea propietaria, empleado público o empleado particular de algún propietario.

El Proyecto de Ley presentado por mí contemplaba las mismas bases con pequeñas variaciones. En la elaboración de este proyecto fui asesorado por Diógenes de la Rosa y por Domingo Turner, quienes habían sido nombrados conmigo para la redacción del proyecto de Ley Inquilinaria. Con el proyecto de Ley redactamos una exposición de motivos demostrando que el problema de la vivienda era apenas un sector del gran problema social.

Por supuesto que los diputados caseros que había en la Cámara, no estaban dispuestos a aceptar una Ley de esta clase sin pelea, ya que en problemas de esta magnitud no pueden usarse demagogias politiqueras. Era un planteamiento de la lucha de clases que las "gentes bien" niegan que exista, pero que la realidad nos demuestra diariamente, y no como ellos sostienen, porque seamos nosotros los que la creamos, pues nosotros no hacemos más que canalizarla para evitar un desbordamiento inconsciente y peligroso para la misma estabilidad del país. El Presidente Dr. Ricardo J. Alfaro tuvo que rendir un informe especial a la supresión de las garantías constitucionales y de los sacrosantos derechos individuales y así llevó el problema inquilinario al Parlamento. Allí, como representante del pueblo, cumplí con mi deber; defendí a ese pueblo, no por amor a las masas, sino porque yo formo parte de ellas, porque como inquilino sufría en mi propia carne la explotación sin misericordia de los propietarios de casas, cuya única finalidad es enriquecerse en poco tiempo a costa del sacrificio de los inquilinos. Era justicia lo que pedíamos y no amor.

Mis discursos e interpelaciones eran aplaudidos y respaldados por miles de hombres y mujeres cuyas manifestaciones hacían temblar a la Asamblea Nacional, a los caseros y al gobierno, al cual se le veía impotente.

La Ley fue presentada y el informe discutido según se podrá ver en el Diario de Panamá de esa época. Cada artículo de la Ley significaba una lucha terrible, y fui respaldado, ayudado y asesorado en la Asamblea por los diputados Víctor Florencio Goytía, José Daniel Crespo, Raimundo Ortega Victo y otros: auténticos y honrados representantes del pueblo.

Al terminar las sesiones el pueblo que seguía ansioso el curso de ellas desde la barra y los alrededores del Teatro Nacional donde se reunía la Asamblea Nacional, me acompañaba en masa hasta mi casa. La ciudad estaba virtualmente en nuestras manos al llegar Harmodio Arias al poder. Las masas esperaban a que su candidato el "candidato de los pobres", resolvería el caso favorablemente; olvidaban que el Dr. Harmodio Arias era también casero y que la lucha era clasista y no política. Pronto se dieron cuenta de eso: el 24 de octubre de 1932 tuve un incidente con el presidente de la Asamblea, bastante grave, debido quizás al acaloramiento de la discusión. El 25 se aprobaron, después de una reñida batalla, varios artículos presentados por mí y Ortega Victo, y aprobados ya por la Liga de Inquilinos. El pueblo seguía con ansiedad las vicisitudes de la lucha; miles de hombres y mujeres se congregaban diariamente alrededor del Palacio Nacional donde existía un ambiente muy tenso; pero bomberos y policías fraternizaban con los inquilinos. El día 26 se aprobó el artículo sobre el canon de alquiler por el que se hacía una justa rebaja en los alquileres. El pueblo delirante recorrió las calles de la ciudad y entre gritos de júbilo me acompañó hasta mi casa. Sin embargo, en la mañana del día 27 me avisaron que la Asamblea estaba reunida sin haber citado a los diputados defensores de la ley inquilinaria. Volé hacia el Palacio, avisé a varios "camaradas" que fueran inmediatamente a los comités de barrio para advertir a todos y que acudiesen a la Asamblea en el mayor número posible. Mis temores se confirmaron. La Asamblea, que había aprobado la rebaja y el canon el día anterior, había echado por tierra el artículo y, en reconsideración, lo rechazaba. Ninguno de los defensores de la ley estaba presente. Apenas me vieron entrar las barras, comenzaron a aplaudir y a gritar; el presidente, con este pretexto, cerró la sesión. Yo protesté, pero no se me hizo caso. Entonces comenzó una gritería enorme. Las masas estaban indignadas y al salir el presidente de la Asamblea fue agredido por la multitud; corrí a protegerle, al ser llamado, y trepando a una ventana de una de las casas que dan frente al Parque de Bolívar, pedí al público que no perdiera la serenidad, para no perder la batalla. Me solicitaron entonces fuéramos a la Presidencia de la República a protestar, y yo les acompañé. Diez mil almas rompieron los cordones de la policía y llegamos frente al Palacio de las Garzas. Subí yo solo las gradas que estaban custodiadas por miembros de Acción Comunal quienes, revólver en mano me miraban avanzar en actitud hostil. Es curioso que muchos de esos hombres que en ese momento se oponían a las justas reivindicaciones del pueblo, por adhesión incondicional a Harmodio Arias, más tarde, al romper con éste, por intereses meramente personales, me reprocharon no hubiera yo aprovechado esos momentos para apoderarme del poder y sacar al que ellos habían considerado como un símbolo. No comprendían que a mí, en esa lucha, no me guiaba ningún interés político inconfesable y que lealmente luchaba por obtener reivindicaciones específicas de la clase trabajadora de mi país, y que la Presidencia, a mí, no me quitaba el sueño.

Dentro del salón encontré a un grupo de propietarios encabezado por Carlos Muller, quienes me miraron temerosos y asombrados. El Dr. Harmodio Arias, pálido y nervioso, me recibió con deferencia y prometió resolver el problema rogándome le diera una oportunidad puesto que solamente tenía veintisiete días de detentar el poder. Me aseguró que él encontraría una solución dentro del marco de nuestra vieja Constitución. A mi solicitud, salió conmigo al balcón de la presidencia y las masas, al verlo, irrumpieron en gritos. Algunos gritaban: "tíranos al Cholito", "quédese usted". Tomé la palabra y dirigiéndome al pueblo le dije lo que me había prometido el Presidente y éste, en breves palabras, lo confirmó. De allí, me acompañaron a mi casa. La ola de indignación crecía por momentos; ya era toda la ciudad que se estremecía. Elementos políticos adversarios al Presidente, aunque también dueños de casas, tomaron parte activa en esta campaña de agitación. Esto no me agradaba, puesto que nuestra lucha no era política, sino de carácter económico. Nuestra suprema ambición era resolver un problema grave para el país y resolverlo a favor de los explotados, de las grandes masas que hicieron posible que el Dr. Arias, "candidato de los pobres", fuera a la presidencia, y yo, como amigo del presidente, no deseaba que éste traicionara al pueblo y se convirtiera en "presidente de los ricos". Por la tarde, se congregaron alrededor del Palacio Nacional y del Teatro miles y miles de individuos que esperaban ansiosos la sesión de la Asamblea; pero fue en vano. Los diputados, temerosos, no quisieron reunirse. Pocos de ellos paseaban nerviosos por el salón de sesiones. El teatro estaba completamente lleno, y afuera, en la plaza de Bolívar la muchedumbre era compacta. Los camaradas improvisaban tribunas y hablaban al pueblo. Frente a la Iglesia de San Francisco, el gentío era impenetrable; querían entrar en el teatro, pero no era posible puesto que en él había ya más de tres mil hombres.

La imprudencia de unos oficiales prendió la mecha que hubiera sido fatal para nuestra existencia como nación, si los líderes que encabezábamos este movimiento no hubiéramos tenido suficiente aplomo para conjurar el peligro. El capitán Ardito Barletta, quiso desalojar a los que estaban dentro del salón de sesiones y comenzó a disparar tiros al aire como un loco, y violando así la Constitución y las leyes del país. Inmediatamente, los que estaban afuera empezaron a arrancar hierros de los albañales y armarse contra un grupo de oficiales; la policía mientras tanto permanecía neutral e impasible. De una pedrada, fue derribado el capitán Luti, quien sangrando de la frente, gritaba al pueblo que él era su amigo y que le escucharan. Ante esta situación, salí yo a la calle en compañía de los valientes diputados Goytía y Crespo y como sabía que en esos momentos centenares de soldados yanquis, en trajes de compaña, estaban alineados en la Calle 4 de Julio, esperando una llamada del Presidente de la República (quien para honor suyo no la utilizó, salvando así al país, a su gobierno y a sí mismo de una afrenta y de un nuevo bochorno) dispuse ponerme al frente de una manifestación que corrió toda la Avenida Central y fue a morir en el Marañón, barrio que era la citadela de los inquilinos.

Al día siguiente de estos acontecimientos, la mayoría de la Asamblea, con excepción de los diputados Goytía, Crespo, Sucre, Ortega Vieto y yo, se reunió en la Presidencia y formaron un Bloque Patriótico Nacional. Al ser yo llamado a Palacio, me invitaron a formar parte de ese bloque, pero yo rehusé alegando su injustificación, puesto que ningún peligro exterior nos amenazaba y si se formaba, tenía que ser contra los inquilinos y así opinó Ortega Vieto, que estaba presente. Más tarde, Harmodio Arias presentó un proyecto de artículo nuevo para reemplazar el que había sido derogado. Este artículo establecía una moratoria parcial en lugar de la rebaja. En el fondo, era cuestión de palabras solamente, de forma. Este artículo fue aprobado.

El Comandante Guardia, cuñado del Presidente de la República, había ya reformado la policía con elementos traídos del interior y que no conocían nada del problema puesto que no habían sufrido por su causa. Estos policías, armados hasta los dientes y dirigidos por el Alcalde Héctor Valdés, impidieron que el pueblo pasase al recinto de la Asamblea. Establecieron un cordón de acero y metralla en el mismo lugar donde existía antes la puerta de tierra que separaba los "ñopos", "godos", de los "negros del arrabal".

El día 29 por la mañana, al salir de la Asamblea donde había tenido lugar una sesión del Comité Central de la Liga, que se reunía clandestinamente y donde se empleaba el nombre inexistan-te de Ernesto Sandoval como Secretario General, fui seguido y atropellado por el coche de un colega diputado perteneciente al Bloque Nacional

Maltrecho, me recogieron debajo de mi pequeño automóvil mientras mi colega desaparecía. Quisieron llevarme al Hospital Santo Tomás para reconocerme, pero algunos camaradas que llegaron oportunamente al lugar, dispusieron trasladarme a mi casa, donde minutos más tarde me trataba el Dr. Sergio González, amigo y compadre mío. Apenas se enteraron de mi accidente, miles y miles de compañeros desfilaron por mi casa. El colega causante, impresionado por la actitud del pueblo contra él, dio unas explicaciones que yo, para evitar un desenlace fatal, corroboré.

Ocho días estuve obligado a permanecer en el lecho. Los colegas Ortega, Goytía y Crespo habían quedado en avisarme cuando volviesen a tratar la Ley Inquilinaria, cuya discusión había sido suspendida. Una tarde que ya me sentía mejor, me avisó Ortega Victo que se iba a discutir de nuevo la ley. Contra las protestas de mi familia y amigos dispuse asistir a la Asamblea Nacional y en brazos me llevaron hasta un coche y en brazos fui llevado desde el auto hasta el pupitre del salón de sesiones de la augusta Cámara.

[image: image1.jpg]


    [image: image2.jpg]



Llegada de los obreros para la construcción
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Avenida  Central de la Ciudad de Panamá         Calle de Bella Vista en los años 30

1916
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   Ricardo J. Alfaro
Tratado Fábrega-Wilson

El 18 de manyo de 1942, se firmo en la ciudad de Panamá, entre el Ministro de Relaciones Exteriores, Dr. Octavio Fábrega y el Embajador de Estados Unidos en Panamá, señor Edwin C. Wilson, "El Convenio Fábrega-Wilson", mejor conocido como "el Convenio de los Doce Puntos", por la cual se arrendaron más de 130 sitios de defensa en la República de Panamá, accediendo Panamá, así a la petición del Gobierno norteamericano en las estipulaciones del Tratado de 1936. 

Los suscritos a saber: Octavio Fábrega, Ministro de Estado en el Despacho de Relaciones Exteriores de la República de Panamá, y Edwin C. Wilson, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de los Estados Unidos de América, para lo cual estamos legal y suficientemente autorizados, hemos celebrado el siguiente Convenio:

El Gobierno de la República de Panamá y el de los Estados Unidos de América, conscientes de su mutua obligación, expresada en el Tratado General de Amistad y Cooperación suscrito el 2 de marzo de 1936, de tomar todas las medidas que requiera la protección efectiva del Canal de Panamá en el cual ambos países están conjunta y vitalmente interesados, se han consultado recíprocamente y han convenido en lo siguiente: 

ARTICULO I 

La República de Panamá concede a los Estados Unidos el use temporal, para fines de defensa, de todas las tierras mencionadas en el Memorándum anexo a este Convenio y que forma parte integrante del mismo. Estas tierras serán evacuadas y cesara el use de ellas por parte de los Estados Unidos de América un año después de la fecha en que haya entrado en vigor el Convenio definitivo de paz que haya hecho cesar el conflicto bélico ahora existente. Si durante este periodo los dos Gobiernos estiman que, no obstante el cese de hostilidades, continúa existiendo el estado de inseguridad internacional que haga de imperiosa necesidad la continuación de cualquiera de dichas bases o aéreas de defensa mencionadas, los dos Gobiernos nuevamente procederán a consultarse mutuamente y celebraran el nuevo Convenio que las circunstancias requieran.

Las autoridades nacionales de la República de Panamá tendrán acceso adecuado a los sitios de defensa mencionados. 

ARTICULO II 

La concesión mencionada en el artículo anterior incluye el derecho de usar las aguas adyacentes a dichas aéreas de terreno y a mejorar y profundizar las entradas a las mismas y el anclaje en dichos lugares, así como el de llevar a cabo en dichas aéreas de terreno todos los trabajos que puedan ser necesarios en relación con la protecci6n efectiva del Canal. Esto no dará derecho a la explotaci6n o utilizaci6n comercial del suelo o del subsuelo ni de las playas ni corrientes adyacentes. 

ARTICULO III 

Los aviones militares y navales de Panamá tendrán derecho a aterrizar y zarpar de los aeropuertos establecidos o que se establezcan dentro de las aéreas a que se refiere el artículo I. Igualmente los aviones militares o navales de los Estados Unidos tendrán derecho a usar los aeropuertos navales y militares establecidos o que se establezcan en la República de Panamá. Los reglamentos que rijan este use reciproco serán confeccionados en un acuerdo que será negociado por los funcionarios respectivos de ambos países. 

ARTICULO IV 


La República de Panamá retiene su soberanía sobre las áreas de terreno y de agua mencionadas en el Memorándum de que trata la clausula I y también sobre el espacio de aire que las cubre, y retiene también plena jurisdicci6n en asuntos civiles siendo entendido, sin embargo, que durante el periodo de ocupaci6n temporal a que este convenio se refiere, el Gobierno de los Estados Unidos tendrá el use pleno de dichas áreas y jurisdicci6n exclusiva y plena sobre el personal civil y militar de los Estados Unidos allí establecido y sobre sus familias, y podrá, además, excluir s tener en cuenta su nacionalidad, sin perjuicio de lo estipulado el segundo inciso de la clausula I de este Convenio; y podrá también arrestar, juzgar y castigar a todas las personas que, dente de dichas áreas, cometan cualquier delito contra la seguridad c las instalaciones militares que allí se encuentren, siendo entendido sin embargo, que todo ciudadano panameño que fuere arrestado o detenido por cualquier causa será entregado a las autoridad de la República de Panamá para su juzgamiento y castigo. 

ARTICULO V 

La República de Panamá y los Estados Unidos reiteran entendimiento respecto al carácter temporal de la ocupación los sitios de defensa a que este Convenio se refiere. En consecuencia los Estados Unidos, reconociendo la importancia de cooperación prestada por Panamá al proporcionar estos situ temporales de defensa y reconociendo también la carga que ocupación de estos sitios significa para la República de Panamá se obligan expresamente a evacuar los terrenos a que este Convenio se refiere y a cesar completamente en el use de los mismo a mas tardar dentro de un año después de la fecha en que hay entrado en vigor el convenio definitivo de paz que haya hecho cesar el conflicto bélico ahora existente. Queda entendido, según se ha expresado en la clausula I, que si en este periodo los Gobiernos estiman que, no obstante el cese de hostilidades, continúa existiendo un estado de inseguridad internacional que haga de imperiosa necesidad la continuación de cualesquiera de di& bases o sitios de defensa mencionados, los dos Gobiernos nuevamente procederán a consultarse mutuamente y celebraran el nuevo Convenio que las circunstancias requieran. 

ARTICULO VI 

Todos los edificios y estructuras erigidos por los Estados Unidos en las áreas mencionadas serán de propiedad de los Estados Unidos y podrán ser removidas por los Estados Unidos antes de la expiración del presente Convenio. Cualesquiera otros edificios o estructuras existentes en las áreas mencionadas a tiempo de su ocupación podrán ser usados por los Estados Unidos. Ni los Estados Unidos ni la República de Panamá estarán en la obligación de reconstruir o reparar la destrucci6n o daño infligido, por cualquier causa, a cualesquiera edificios o estructuras que pertenezcan o sean usados por los Estados Unidos en dichas áreas. Los Estados Unidos no estarán obligados, at expirar el presente arrendamiento, a devolver a Panamá las áreas mencionadas en las mismas condiciones en que estaban at tiempo de su ocupación, ni tampoco estará obligada la República de Panamá a reconocer compensación alguna a los Estados Unidos por las mejoras que se hayan hecho en dichas áreas ni par los edificios o estructuras que en ellas se dejaren, todos los cuales vendrán a ser de propiedad de la República de Panamá at terminar el use por parte de los Estados Unidos de las áreas en las cuales han sido erigidas dichas estructuras o efectuadas dichas mejoras. 

ARTICULO VII 

Las áreas de terreno a que se ha hecho referencia en el articulo I, así como las propiedades de los Estados Unidos situadas en ellas y el personal civil y militar de los Estados Unidos y sus familias que vivieren en dichas áreas, estarán exentos de todo impuesto, contribución  de otra naturaleza por parte de la República de Panamá o de las subdivisiones políticas de esta durante el termino del presente Convenio. 

ARTICULO VIII 

Los Estados Unidos terminaran a sus expensas la construcción de las carreteras que a continuación se describen, bajo las condiciones y con el material que aquí se especifica: 

A-3. (Comprenderá desde Pina, en el lado Atlántico del Istmo, hasta el límite con la Zona del Canal en Rio Providencia. Tendrá par lo menos diez pies de ancho y será construida de macadam). La extensión de la carretera transístmica siguiendo la Línea del camino P-8. (Las especificaciones serán las mismas que las de la carretera transístmica. La extensión comenzara en Madrínal, pasando sobre la Represa Madden mediante un puente sobre el Rio Chagres, más abajo de la represa, hasta conectar con el camino P-8 en Roque y luego se extenderá el camino P-8 desde Pueblo Nuevo hasta la ciudad de Panamá. Queda entendido que el pavimento del puente sobre el Rio Chagres quedara situado a una elevación superior a la de la Línea limítrofe de la Zona del Canal). 

Al terminarse estas carreteras el Gobierno de los Estados Unidos asumirá la responsabilidad por cualesquiera trabajos que sean necesarios con posterioridad a la construcción de las mismas, es decir, par los trabajos necesarios para proteger la construcción original pasta tanto dichas carreteras queden estabilizadas. El Gobierno de Panamá garantiza que todas las carreteras bajo su jurisdicción usadas periódica y frecuentemente par las fuerzas armadas de los Estados Unidos, serán debidamente mantenidas en todo tiempo. El Gobierno de Panamá podrá pedir la cooperación del Gobierno de los Estados Unidos en el trabajo de reparación y mantenimiento de dichos caminos, siempre que dicha cooperación sea considerada como necesaria para cumplir la garantía arriba mencionada, tal coma por ejemplo, en el caso de emergencia o de situaciones que requieran una pronta acción. 

El Gobierno de los Estados Unidos asumirá la tercera parte del costo total anual del mantenimiento de todos los caminos panameños usados periódica y frecuentemente por las fuerzas armadas de los Estados Unidos, costo que cubrirá los gastos de cualquier use o deterioro causado a los caminos por el movimiento relativo a las actividades de defensa. Las sumas que pagara el Gobierno de los Estados Unidos se basaran sobre las cuenta presentadas anualmente por la República de Panamá, dando en detalle los gastos anuales totales efectuados en cada Camino usado periódica o frecuentemente par las fuerzas armadas de los Estados Unidos, sobre las cuentas similarmente presentadas por el Gobierno de Estados Unidos, dando similar detalle de los gastos efectuados por ese Gobierno en respuesta a solicitudes del Gobierno de Panamá, como arriba se indica. 

En el evento de que el Gobierno de Estados Unidos haya rendido cooperación en el mantenimiento de dichos caminos, los gastos efectuados por ese Gobierno par tal motivo serán acreditados a la parte que le corresponde pagar a Estados Unidos del costo total del mantenimiento de los caminos bajo la jurisdicción de Panamá. 

En vista de las obligaciones y responsabilidades de los Estados Unidos aquí mencionadas, el Gobierno de la República de Panamá concede el derecho de transito para el movimiento rutinario de los miembros de las fuerzas armadas de los Estados Unidos, del personal civil de dichas fuerzas y sus familias, así como el de animales, vehículos de motor o tirados por animales, empleados por las fuerzas armadas o por los contratistas empleados por estas para trabajos de construcción o cualesquiera otros cuyas actividades se relacionen, en cualquier forma, con el programa de defensa. Este derecho de transito será a través de los caminos 

construidos por los Estados Unidos en territorio bajo la jurisdicción de la República de Panamá y a través de las demás carreteras nacionales que comunican a la Zona del Canal con las áreas de defensa mencionadas y que comunican entre sí a dichas áreas de defensa. Queda entendido que los Estados Unidos tomaran en todo tiempo las precauciones necesarias para evitar, si fuere posible, interrupciones de transito en la República de Panamá. 

ARTICULO IX 

Todos los caminos construidos por los Estados Unidos en territorio bajo la jurisdicción de la República de Panamá estarán bajo la jurisdicción de Panamá. En cuanto a aquellos caminos secundarios construidos por los Estados Unidos con el fin de tener acceso para cualesquiera sitios de defensa. Panamá otorga a las autoridades militares de los Estados Unidos el derecho a restringir o prohibir el tráfico público en dichos caminos dentro de una distancia razonable de dichos sitios de defensa, siempre que la restricción o prohibición sea necesaria para la protección militar de dichos sitios de defensa. Queda entendido que tal restricción o prohibición no perjudicara el libre acceso a sus respectivas propiedades a los habitantes establecidos dentro de las áreas restringidas. Queda también entendido que tal restricción o prohibición no se aplicara a ninguna parte de ningún camino principal. 

ARTICULO X 

El Gobierno de los Estados Unidos de América al construir las bases aéreas y aeropuertos en cualesquiera de los sitios de defensa mencionados en el articulo I, tomaran en cuenta, además de los requisitos de carácter técnico necesario para la seguridad de los mismos, los reglamentos que sobre la materia hayan sido o fueren promulgados por la Junta Mixta de Aviación. La República de Panamá no permitirá, sin llegar a un acuerdo con los Estados Unidos. La dirección o mantenimiento de líneas puestas en el aire u otras obstrucciones que puedan constituir un peligro para las personas que vuelen en las inmediaciones de las áreas destinadas a bases aéreas o aeropuertos. Si al construir dichas bases aéreas o aeropuertos fuere necesario remover líneas colgantes de alambre, en vista de que constituyan un obstáculo, el Gobierno de los Estados Unidos pagara los gastos que ocasionare la remoción de estas y de su instalación en otra parte. 

ARTICULO XI 

El Gobierno de los Estados Unidos se obliga a tomar las medidas necesarias para  impedir que los artículos importados para su consumo dentro de las áreas referidas en el artículo I, pasen a cualquier otro territorio de la República de Panamá sin cumplir con las leyes fiscales de Panamá. Siempre que fuera posible, el aprovisionamiento y equipo de las bases de defensa mencionadas en el artículo I así como el del personal de las mismas será hecho con productos, artículos y comestibles provenientes de la República de Panamá, siempre que estos puedan obtenerse a precios razonables. 

ARTICULO XII 

Los sitios de defensa a que se ha hecho referencia en el artículo I consisten en terrenos pertenecientes al Gobierno de la República de Panamá y de terrenos de propiedad particular. En cuanto a los terrenos de propiedad particular que el Gobierno de Panamá adquirirá de sus dueños y que serán dados en use temporal por el Gobierno de Panamá al Gobierno de los Estados Unidos, queda convenido que el Gobierno de los Estados Unidos pagara a] Gobierno de Panamá un canon de arrendamiento anual de cincuenta balboas o dólares (B/.50.00) por hectárea, siendo entendido que el Gobierno de Panamá asumirá el costo de Las expropiaciones necesarias así como el de las indemnizaciones y gastos por razón de los edificios, cultivos, instalaciones o mejoras que puedan existir dentro de los sitios de defensa mencionados. En el caso de tierras pertenecientes al Gobierno de Panamá los Estados Unidos pagaran al Gobierno de Panamá un canon de arrendamiento anual de un balboa o d6lar (B/.1.00) por todas dichas tierras. 

Se exceptúan expresamente las tierras situadas en el Corregimiento de Rio Hato designadas con el número doce (12) en el Memorándum anexo, siendo entendido que por toda esta parcela de terreno el Gobierno de los Estados Unidos pagara al Gobierno de Panamá un canon anual de arrendamiento de diez mil balboas o dólares (B/.10.000). 

El canon de arrendamiento mencionado en este articulo será pagado en balboas tal como estos han quedado definidos en el convenio contenido en el canje de notas fechadas el 2 de marzo de 1936, a las cuales se hace referencia en el Articulo VII del Tratado de esa fecha entre los Estados Unidos de América y Panamá, o en el equivalente de estos en d6lares y será pagado desde la fecha en que comenz6 el uso, aunque provisional, de dichas tierras por los Estados Unidos, con excepci6n de las tierras situadas en el Corregimiento de Rio Hato y designadas con el número doce (12) en el Memorándum anexo, respecto a las cuales el canon de arrendamiento comenzara el 1o. de Enero de 1943. 

ARTICULO XIII

Este Convenio podrá ser terminado por las partes contratantes por mutuo acuerdo, aun antes de que tenga Lugar la expiraci6n del mismo de conformidad con Las clausulas I y V que anteceden, quedando entendido también que, antes de ese plazo, podrán ser desocupadas, por parte de los Estados Unidos, cualesquiera de las áreas a que este Convenio se refiere y cesar el uso de estas por parte de los Estados Unidos.

ARTICULO XIV

Este Convenio entrara en vigor en cuanto sea aprobado por el Poder Ejecutivo Nacional de Panamá y por la Asamblea Nacional de Panamá. Hecho en Panamá por duplicado, en español y en ingles, hoy 18 de mayo de 1942.

A nombre y en representación del Gobierno de la República de Panamá, OCTAVIO FABREGA, Ministro de Relaciones Exteriores.

A nombre y en representación del Gobierno de los Estados Unidos de América, EDWIN C. WILSON, Embajador Extraordinario y Plenipotenciario de los Estados Unidos de América.
Sin duda alguna este Convenio de 1942, lesionaba nuestra soberanía, pero hasta cierto punto era justificable ya que existía la amenaza latente de la Segunda Guerra Mundial que ponía en peligro al Canal y al Istmo, sin embargo, las ventajas que nuestro país obtuvo de dicho Convenio fueron algunas reivindicaciones adicionales a las que habían obtenido con el Tratado General de
En mayo de 1942, se firmó el Convenio de Arrendamiento sobre Sitios de Defensa, conocido como Fábrega - Wilson, en el que el canciller Octavio Fábrega recogió varios de los planteamientos de su predecesor. Por el mismo, Panamá le permitía a los Estados Unidos el establecimiento de 134 bases militares en territorio nacional. A cambio de tan desmedidas concesiones la República recibía 300.000 dólares anuales en concepto de arrendamiento. Se estableció que las tierras revertirían a Panamá un año después que entrara en vigencia el Tratado de paz. Por su parte, Estados Unidos se comprometió a darle cumplimiento al Memorándum de los Doce Puntos, presentado por Arnulfo Arias el año anterior.

La Autoridad del  Canal de Panamá

Visión:

LÍDER MUNDIAL en servicios a la industria marítima y en el desarrollo sostenible para la conservación de la cuenca del Canal; 

 PIEDRA ANGULAR del sistema de transporte global e impulsora del progreso, desarrollo y crecimiento de Panamá;

 MODELO de excelencia, integridad y transparencia en nuestra gestión; comprometida con el desarrollo integral de nuestro equipo humano.

Misión:

Producir en forma sostenible el máximo beneficio de nuestra posición  geográfica.

 

Ser exitosos en su misión en la medida en que provean valor y
servicio a sus clientes, aumentando el patrimonio de la empresa y así
contribuir a la prosperidad de Panamá.

La autoridad del canal es una empresa que opera, mantiene y mejora el Canal de Panamá para ser la ruta preferida de sus clientes, administrando privativamente el patrimonio del Canal de manera rentable, eficiente y competitiva, con excelencia, calidad y transparencia, garantizando el tránsito interoceánico expedito, confiable, seguro e ininterrumpido. Invirtiendo en capacidad y tecnología; creciendo para fortalecer la posición competitiva de la empresa y asegurar su viabilidad futura. También administra y conserva el recurso hídrico del Canal, participando activamente en la protección del medio ambiente y en el desarrollo sostenible de la cuenca hidrográfica.

La misma aporta riqueza a Panamá y contribuye con su gestión al bienestar, desarrollo, progreso y mejoramiento de la calidad de vida de todos los panameños.

También construye  relaciones duraderas con los clientes, entendiendo y anticipando sus necesidades, aportándoles valor y brindándoles un servicio de calidad.

Además reconoce que la gente es el recurso más importante para el logro de la excelencia en el servicio, promoviendo a los mejores y valorando la diversidad y fomentando el trabajo en equipo, a la vez que capacita continuamente a su gente, creando las oportunidades para que cada persona contribuya, aprenda, crezca y avance en función de sus méritos y sea justamente recompensada por sus contribuciones.

Los Valores Corporativos de la Autoridad del Canal de Panamá son:

La Honestidad

· Es una empresa veraz al compartir sus pensamientos y sentimientos a la vez que demuestra, con su ejemplo, la veracidad de sus  afirmaciones. 

· No tolera las acciones que infrinjan la Ley y las normas de la organización. 

· No permite el mal uso, la apropiación indebida ni el abuso de los bienes de la empresa. 

· Denuncia los abusos al patrimonio y a los recursos de la organización y las manipulaciones del sistema para soslayar sus objetivos. 

· Se comunica  con respeto y comparte en la empresa la información, los conocimientos y las experiencias de forma clara y sincera. 

· La Transparencia

· Se adhiere  al código de ética y conducta de la empresa en su desempeño. 

· Es integra en todas sus decisiones y acciones  dando cuenta de ellas. 

· Competitividad

· Está comprometida, con el mejor desempeño, para lograr el más alto nivel de eficiencia y productividad en cada una de sus actividades. 

· Agrega  valor al cliente. 

· Mide  su  desempeño utilizando como base los más altos estándares internacionales de calidad y eficiencia. 

· Hace  el mejor uso de sus recursos y evalúa cada inversión buscando el mayor beneficio para la empresa. 

· Lealtad

· Es una empresa  visionaria, exigente consigo misma y comprometida con los esfuerzos estratégicos de la organización. 

· También es creyente y promotora del cambio para el bienestar de la empresa y procediendo  conforme a él. 

· Unifica  esfuerzos  para lograr los objetivos estratégicos de la empresa. 

· Motiva a  un profundo amor a Panamá y  se  esfuerza por el  servicio del país. 

· Es sensible  a las expectativas de su  equipo humano, procurando un balance adecuado entre sus necesidades y las de la empresa. 

· Responsabilidad

· Administra y custodia  el patrimonio más importante de todos los panameños. 

· Contribuye  y participa en el logro de los objetivos de la empresa. 

· Asume  las consecuencias de sus  decisiones y acciones. 

· Está  comprometida con la excelencia como un deber tanto individual como corporativo. 

· Confiabilidad

· Cumple  lo que promete y no promete lo que no puede  cumplir. 

· Satisface las expectativas de sus  clientes la primera vez y todas las veces. 

· Se  dedica a cada cliente como si fuera el único. 

· Además ofrece a sus  clientes una respuesta rápida y de calidad a sus necesidades y no descansa  hasta verlas satisfechas. 

· La Autoridad del Canal de Panamá (ACP) es una entidad del Gobierno de Panamá creada en el Título XIV de la Constitución Nacional y a la que le corresponde privativamente la operación, la administración, el funcionamiento, la conservación, el mantenimiento, el mejoramiento y modernización del Canal, así como sus actividades y servicios conexos, conforme a las normas constitucionales legales vigentes, a fin de que el Canal funcione de manera segura, continua, eficiente y rentable.

· La  misma es dirigida por un Administrador que es elegido por un período de siete años, y un Subadministrador, bajo la supervisión de una Junta Directiva integrada por 11 miembros, de la siguiente manera: 

· Nueve son nombrados por el Presidente de la República con el acuerdo del Consejo de Gabinete y la ratificación de la Asamblea Legislativa por la mayoría absoluta de sus miembros. 

· Uno es designado por el Órgano Legislativo, que será de su libre nombramiento y remoción. 

· Uno, quien presidirá la Junta Directiva y tendrá la condición de Ministro de Estado para Asuntos del Canal, es designado por el Presidente de la República.

ORGANIGRAMA DE LA JUNTA DIRECTIVA
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La autoridad del canal también esta integrada por  una Junta Directiva que es la encargada de fijar las políticas para el funcionamiento, mejoramiento y modernización del Canal, así como supervisar su administración; sus integrantes son:  

· Dani Kuzniecky 

· Adolfo Ahumada 

· Guillermo O. Chapman, Jr. 

· Ricardo de la Espriella Toral 

· Norberto R. Delgado D. 

· Antonio Domínguez Álvarez. 

· Mario J. Galindo H. 

· Guillermo E. Quijano, Jr. 

· Eduardo A. Quirós B. 

· Alfredo Ramírez, Jr. 

· Abel Rodríguez Cañizales 

La Autoridad del Canal de Panamá además estableció una Junta Asesora en diciembre de 1999, tal como se estipula en el articulo 19 de la Ley Orgánica (Ley 19 del 11 de junio de 1997), para que actúe  como un consejo consultivo de la empresa canalera con la responsabilidad primordial de proporcionar guía y recomendaciones a la Junta Directiva y la Administración del Canal.

 Esta Junta Asesora consta de distinguidos profesionales con amplia experiencia en los negocios a escala mundial y conocimientos del Canal de Panamá en particular,  está constituida por un grupo de distinguidos consejeros quienes representan una sólida amalgama que integra el conocimiento del transporte y comercio mundial, de los negocios, las telecomunicaciones, la construcción civil y el desarrollo, la banca y del sector académico. 

La misma la preside el Sr. William O’Neil, secretario general emérito de la Organización Marítima Internacional (OMI) y actual presidente de Videotel Marine International. Los otros distinguidos miembros son: Gerhard Kurz, presidente (retirado) y CEO de Seabulk International, director de SPADAC.; Flemming R. Jacobs, expresidente de NOL y actual director de Samskip; Albert H. Nahmad, presidente de la Junta Directiva y gerente general de Watsco, Inc.; Tommy Thomsen, exsocio del Grupo A.P. Møller; Salvador A. Jurado, presidente del Grupo Building Components; C. C. Tung, presidente y gerente general de Orient Overseas (International) Limited (OOIL); Andrónico Luksic Craig, vicepresidente del Banco de Chile; Stephan Schmidheiny, presidente de la Fundación AVINA; Philip A. Embiricos, director de Embiricos Shipbrokers; Joe R. Reeder, socio de la firma de abogados Greenberg Traurig LLP (abogados); Almirante William J. “Bud” Flanagan, presidente de  Empresas Skarven, Inc.; Dr. Ernst G. Frankel, profesor emérito de Sistemas Oceánicos y profesor de Administración de la Universidad Tecnológica de Massachusetts (MIT); Dr. Aaron Gellman, profesor de Administración y Estrategia del Centro de Transporte de la Universidad de Northwestern; Mikio Sasaki, presidente de la Junta Directiva de la Corporación Mitsubishi; Capitán Wei Jiafu, presidente del Grupo y gerente general de China Ocean Shipping Company (COSCO) y Koji Miyahara, presidente de Nippon Yusen Kabushiki Kaisha (NYK Line); los cuales se reúnen por lo menos una vez al año,  sin embargo, podrá reunirse con más frecuencia cuando la necesidad lo justifique o de acuerdo a convocatoria de la Junta Directiva.  La Junta Asesora provee un servicio invaluable a la empresa canalera al analizar los principales desafíos que enfrenta la ACP y ofrecer opciones deliberadas por sus miembros para atender los retos de la constante modernización y mejora de la vía acuática con miras a atender las exigencias de sus públicos de interés y del mercado que sirve.

Organigrama de la junta directiva de la autoridad del canal de panamá

La autoridad del canal esta compuesta por 9,000 colaboradores  que mantienen la operación ininterrumpida del Canal de Panamá durante los 365 días del año para garantizar el tránsito interoceánico confiable y seguro de las naves que utilizan nuestra vía.

Esta empresa tiene como meta ofrecer a sus colaboradores un entorno laboral confiable, saludable y seguro, y su política laboral se orienta a identificar periódicamente las áreas de mejoramiento personal y profesional de cada una de las personas que  trabajan  en la empresa  para fortalecer sus valores y objetivos corporativos.

La ACP cuenta con un  Reglamento de Ética y Conducta que hace

explícitos los preceptos acordados para asegurar un  comportamiento caracterizado por la honestidad, integridad, imparcialidad, transparencia y buena conducta.  Este Reglamento incluye reglas de conducta, normas articulares para la Junta Directiva, restricciones en cuanto al nombramiento de parientes y actividades políticas de los empleados y la exigencia, para ciertos cargos, de presentar anualmente informes de intereses financieros.

La ACP también lleva a cabo tareas  en la administración del canal, en  el ambiente y el entorno social con miras a definir el marco general del Programa de Promoción y Seguimiento de la RSE, para cultivar en sus colaboradores un sentido de conciencia y compromiso social y corporativo; tales como:

• Garantizar el uso de un sistema de administración basado en la responsabilidad social empresarial. 

• Crear conciencia y compromiso hacia la RSE con los colaboradores y desarrollar una estrategia de participación.

• Involucrar a las partes interesadas, implantando un programa dirigido a su incorporación y participación en la RSE.

• Asegurar que la información y los datos relacionados con nuestro desempeño en RSE sean amplios, completos y correctos.

• Promover las mejores prácticas en nuestra cadena de suplidores

• Emplear las mejores prácticas de reutilización y reciclaje.

• Mejorar la eficiencia en el uso de la energía en nuestras operaciones.

• Incrementar la eficiencia en el uso de materiales y recursos.

• Emplear los mejores estándares para manejar sustancias peligrosas.

• Medir el valor generado por las actividades financiadas o apoyadas económicamente por la ACP.

• Mejorar el acceso a información (transparencia).

• Garantizar la seguridad de nuestros empleados, clientes y usuarios.

• Favorecer con nuestros servicios la producción de beneficios sociales y ambientales; entre otras.

El 12 de diciembre de 1947
Carlos Iván Zúñiga Guardia
El 12 de diciembre de 1947 es una fecha histórica que no debe caer en el olvido. Se puede afirmar que ese día se estrenó en las calles la alternativa abrogacionista. Esa alternativa enfrentó su segunda y sagrada prueba de fuego el 9 de enero de 1964. Se trata de la lucha del pueblo panameño orientado, entre otros, por la Federación de Estudiantes, para sepultar la política del "Panamá cede" que encontró en el Tratado Hay-Bunau-Varilla los equívocos nefastos que la hicieron posible.

Aquel 12 de diciembre Panamá era un país ocupado y decenas de bases militares norteamericanas, diseminadas de hecho por todo el territorio nacional, eran objeto de convalidación en un acuerdo suscrito por el canciller panameño y el embajador de Estados Unidos.

Oponerse a la ocupación militar constituía una actitud inédita, sin precedentes, y la generación del 47 dispuso abrogar la tradicional conducta oficial y los textos contractuales que permitían esa ocupación. Aquello fue un desafío, más que desafío fue el pulso más alto de la temeridad, porque lo que pedía el pueblo con el rechazo del convenio Filós-Hines, era que las tropas armadas de Estados Unidos abandonaran los sitios de defensa y retornaran, sin más trámite, al país de origen. Son los grandes momentos de los pueblos y del derecho.

Estados Unidos pudo adoptar el camino de la contumacia o de la agresión y desconocer consiguientemente el mandato de los representantes del pueblo panameño. Siempre he entendido que la desocupación de las bases fue un acto de singular respeto al derecho por parte del presidente Truman. Producido el rechazo quedó perfilada, como un reto impuesto por la juventud, la línea rectificadora de la futura diplomacia panameña. Ya el torbellino cívico que nutría la conciencia juvenil sólo podía conducir a la consolidación de la independencia. 

El 12 de diciembre la juventud republicana ejerció las potestades de una ciudadanía sin dogales. No puedo olvidar mis palabras aquel 22 de diciembre de 1947 cuando festejábamos en la Plaza de Santa Ana el rechazo del convenio. "Ha nacido, dije, la segunda República". Una República libre de ataduras intervencionistas. Tal era la proyección que a mi juicio determinaba el envío a casa de las tropas de ocupación. 

Esa proyección tuvo su antecedente en el bozal que la cláusula X del Tratado General de 1936 impuso a la voluntad colonialista de Estados Unidos. Antes de esta cláusula Estados Unidos, unilateralmente, contra el criterio panameño, podía tomar tierras y aguas que quisiera fuera de la Zona para la defensa del Canal. 

La cláusula X del Tratado del 36 condicionaba la toma de nuevas tierras para la defensa del Canal a un acuerdo previo de las partes siempre y cuando existiera una conflagración mundial o un peligro de guerra.

De modo que en 1947, pasada la Segunda Guerra Mundial, ya no existía la conflagración y tampoco un peligro de guerra. La tragedia de la causa panameña es que Estados Unidos alegaba que para 1947 existía un peligro de guerra, afirmación avalada por algunos personajes criollos que abundaban en la misma fantasía bélica.

La historia confirmó la inexistencia del peligro de guerra y la decisión de la Asamblea de Panamá constituyó un homenaje al patriotismo y a la clarividencia de los gestores del tratado de 1936.

No se puede olvidar el significado histórico del 12 de diciembre de 1947 y no deja de causar incomodidad y tristeza en el ánimo patriótico el silencio global que cubrió el 12 de diciembre de 2005.

El 12 de diciembre de 1947, valga recordar, no sólo fue un desafío a las fuerzas que venían aplastando el espíritu de la nación panameña, fue también un reto a las fuerzas policíacas internas que actuaban al margen de los superiores intereses de la panameñidad.

El reto se hizo evidente una vez el coronel José Remón, jefe de la Policía, llamó a quien escribe estas notas, entonces como secretario general de la Federación de Estudiantes, el 12 de diciembre, cerca del mediodía, para comunicar que el alcalde del distrito, Mauricio Díaz, había prohibido la marcha convocada por la Federación para esa tarde. 

El coronel Remón pedía que se desistiera de la marcha porque de insistir en ella la disolvería a la fuerza y expresó que quería verme al frente de la manifestación. A la hora preestablecida salimos a las calles pese a las amenazas y a la altura de la Plaza de Santa Ana se produjo el primer enfrentamiento con un pelotón dirigido por el comandante Timoteo Meléndez. El segundo encuentro ocurrió en la Plaza Catedral. En Santa Ana estrenaron las bombas lacrimógenas. En la Catedral un oficial disparó sobre el estudiante Sebastián Tapia, dejándolo lisiado de por vida. La tropa de ocupación interna hizo el trabajo sucio que se temía lo podía hacer la tropa extranjera.

Lo negativo es que a partir de aquella gesta, al trasladarse los soldados de Estados Unidos a su país de origen, el coronel Remón inició la militarización de la Policía Nacional y el consiguiente rosario de desventuras vividas por nuestro pueblo.

El 12 de diciembre de 1947 tiene la espiritualidad inmarcesible del 9 de enero de 1964. Olvidar esa fecha sería un homenaje a la ingratitud o un triunfo de la negligencia cívica. Yo recuerdo esa fecha con el sentimiento y el orgullo de quien tiene ante si la imagen de aquellos episodios y de los jóvenes, vivos y muertos, que fueron protagonistas inolvidables en el perfeccionamiento de la independencia nacional.

